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INTRODUCCIÓN 

La prisión preventiva constituye una de las medidas cautelares más 

restrictivas dentro del sistema de justicia penal peruano, permitiendo la 

privación de la libertad de una persona imputada antes de la emisión de una 

sentencia condenatoria. Su aplicación está regulada por la Constitución Política 

del Perú y el Código Procesal Penal, los cuales establecieron que esta medida 

debe ser excepcional, proporcional y sujeta a estrictos controles judiciales, en 

resguardo de la presunción de inocencia y los derechos fundamentales del 

imputado. 

 Desde una perspectiva normativa, la prisión preventiva solo puede ser 

dictada por un juez, previa audiencia y bajo la existencia de elementos de 

convicción suficientes que vinculen al imputado con el delito investigado, la 

gravedad del hecho imputado, y la verificación de riesgos procesales como el 

peligro de fuga, la obstaculización de la investigación o la posibilidad de 

reincidencia delictiva; además, la legislación peruana exige la revisión periódica 

de la medida y la consideración de alternativas menos graves, como la 

comparecencia restringida o el arresto domiciliario. 

 No obstante, la realidad evidencia una aplicación frecuente y prolongada 

de la prisión preventiva, que en muchos casos supera los estándares 

internacionales y nacionales que la conciben como una medida de último 

recurso; según datos recientes, aproximadamente un tercio de la población 
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penitenciaria peruana se encuentra en prisión preventiva, situación que 

contribuye significativamente al hacinamiento carcelario ya la vulneración de 

derechos humanos, especialmente en grupos vulnerables como mujeres, 

madres y personas en situación de pobreza. 

 El análisis de la aplicación de la prisión preventiva en el Perú requiere, 

por tanto, una evaluación integral de sus ventajas y desventajas, entre las 

ventajas, se destaca su función para asegurar la presencia del imputado en el 

proceso, evitar la obstrucción de la justicia y proteger la seguridad pública, 

especialmente en casos de criminalidad organizada o delitos de alto impacto 

social; asimismo, cuando se aplica conforme a los principios de 

excepcionalidad, proporcionalidad y control judicial, puede alinearse con los 

estándares internacionales y contribuir a la confianza ciudadana en el sistema 

de justicia. 

Sin embargo, las desventajas y críticas son notorias; por ejemplo, la 

sobreutilización y prolongación indebida de la medida, la afectación de la 

presunción de inocencia, las condiciones inhumanas de detención, el impacto 

negativo en la salud mental y el entorno familiar de los detenidos, la falta de 

aplicación de medidas alternativas y la existencia de criterios judiciales 

dispares que generan; además, organismos internacionales han señalado que 

la práctica peruana se aparta de los estándares recomendados, al privilegiar la 

prisión preventiva sobre otras medidas menos lesivas y no garantizar 

adecuadamente los derechos de los imputados. 
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En este contexto, la presente investigación se propone analizar de 

manera técnica y detallada la aplicación de la prisión preventiva en el Perú, 

identificando sus fundamentos legales, criterios jurisprudenciales, ventajas 

operativas y las principales desventajas y desafíos que enfrenta.  
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CAPITULO I.- Planificación del Trabajo de Suficiencia Profesional 
 
 

1.1. Título y descripción del trabajo 
 

Título del Trabajo 
 

El presente trabajo de suficiencia profesional lo he titulado: Análisis de 

la aplicación de la prisión preventiva en el perú, ventajas y desventajas.   

1.2. Objetivos del presente trabajo 
 

Objetivo general: 

• Analizar de manera integral la aplicación de la prisión preventiva en el 

Perú, identificando sus ventajas y desventajas en el contexto del 

sistema de justicia penal, a fin de proponer recomendaciones 

orientadas a su uso racional y respetuoso de los derechos 

fundamentales.  

Objetivos Específicos: 

1. Examinar el marco normativo y jurisprudencial que regula la prisión 

preventiva en el Perú, con especial énfasis en los principios de 

proporcionalidad, excepcionalidad y presunción de inocencia.  
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2. Identificar y describir los criterios judiciales y prácticos utilizados para la 

imposición de la prisión preventiva, así como los factores que inciden 

en su aplicación, tales como la presión mediática, la gravedad del delito 

y los riesgos procesales.  

3. Evaluar las ventajas de la prisión preventiva, considerando su función 

cautelar para asegurar la presencia del imputado, evitar la obstrucción 

de la justicia y proteger a la sociedad.  

4. Analizar las desventajas y riesgos asociados a la aplicación excesiva o 

indebida de la prisión preventiva, incluyendo la vulneración de 

derechos fundamentales, el hacinamiento carcelario y el impacto social 

y personal en los imputados. 

5. Proponer recomendaciones orientadas a fortalecer los criterios de 

aplicación, promover la transparencia, la rendición de cuentas y el uso 

de medidas alternativas, en línea con los estándares internacionales y 

las mejores prácticas comparadas.  
  

1.3. Justificación 

• Relevancia social y jurídica de la prisión preventiva en el Perú 

La prisión preventiva es una de las medidas cautelares más severas 

dentro del proceso penal peruano y su uso ha generado un intenso 

debate académico y social, su aplicación afecta directamente derechos 

fundamentales como la libertad personal y la presunción de inocencia, lo 

que exige un análisis riguroso sobre su pertinencia y límites, además, el 

incremento de la población penitenciaria en el Perú en los últimos años 
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ha sido atribuido, en parte, al uso excesivo de la prisión preventiva, lo 

que evidencia la necesidad de revisar críticamente su aplicación. 

• Importancia para la protección de derechos humanos y el debido 

proceso. 

El análisis de la prisión preventiva es fundamental para garantizar que su 

uso no vulnere derechos humanos ni principios básicos del debido 

proceso; la investigación permite identificar si existen prácticas que 

contradicen los estándares internacionales y nacionales sobre la 

excepcionalidad y proporcionalidad de esta medida, contribuyendo así a 

la protección de la dignidad humana y la justicia. 

• Contribución a la mejora de políticas públicas y reformas 

procesales 

Estudiar las ventajas y desventajas de la prisión preventiva aporta 

insumos valiosos para la formulación de políticas públicas y reformas 

orientadas legales a equilibrar la seguridad ciudadana con el respeto a 

los derechos fundamentales, los hallazgos pueden servir de guía para 

jueces, fiscales y legisladores en la toma de decisiones más justas y 

fundamentadas, promoviendo el uso racional y proporcional de la prisión 

preventiva. 

• Valor académico y científico 

La investigación contribuye al desarrollo del conocimiento jurídico y 

criminológico, permitiendo comparar la situación peruana con 

experiencias internacionales y analizar alternativas a la prisión 
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preventiva; esto enriquece el debate académico y fomenta la producción 

de propuestas innovadoras para el sistema de justicia penal. 

• Impacto en la reinserción social y prevención del hacinamiento 

carcelario 

El uso excesivo de la prisión preventiva puede dificultar la reinserción 

social de los imputados y agravar el problema del hacinamiento 

carcelario, lo que afecta negativamente tanto a los internos como a la 

sociedad en general; analizar sus desventajas permite visibilizar estos 

problemas y buscar soluciones más humanas y efectivas. 
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CAPITULO II.- Marco Teórico 
 
2.1 Qué debemos entender por prisión preventiva. - 

La prisión preventiva, también conocida como detención preventiva o 

prisión preventiva en la doctrina anglosajona, es una medida cautelar de 

carácter personal que implica la privación provisional de la libertad de una 

persona imputada de un delito, antes de que exista una sentencia 

condenatoria firme, su finalidad principal es asegurar la eficacia del proceso 

penal, evitando riesgos como la fuga del imputado, la obstaculización de la 

investigación o la reiteración delictiva. 

Desde el punto de vista jurídico, la prisión preventiva no constituye 

una pena, sino una medida de carácter excepcional y subsidiario, que debe 

aplicarse únicamente cuando otras medidas menos graves resulten 

insuficientes para garantizar las multas del proceso penal; así, se 

encuentra sujeta a estrictos controles judiciales ya los principios de 

legalidad, proporcionalidad, necesidad y subsidiariedad, en consonancia 
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con la presunción de inocencia y el derecho fundamental a la libertad 

personal. 

Autores como Zaffaroni, Maier y Roxin coinciden en que la prisión 

preventiva es una medida cautelar restrictiva de la libertad, impuesta por 

autoridad judicial competente, con el objetivo de asegurar la presencia del 

imputado en el proceso, evitar la obstaculización de la justicia o prevenir la 

comisión de nuevos delitos, siempre bajo el respeto de las garantías 

procesales y derechos fundamentales. 

En el derecho peruano 

La Constitución Política del Perú reconoce el derecho a la libertad 

personal y establece que nadie puede ser privado de ella sino por mandato 

motivado de juez o en caso de flagrante delito (artículo 2, inciso 24, 

apartados f y g); además, garantiza el derecho a ser informado de los 

motivos de la detención y la defensa, así como la acción de hábeas corpus 

frente a detenciones arbitrarias: el Código Procesal Penal (Decreto 

Legislativo N° 957) regula la prisión preventiva en los artículos 268 a 278, 

estableciendo que solo procede cuando concurren de manera conjunta: (a) 

fundados y graves elementos de convicción sobre la comisión del delito y la 

vinculación del imputado; (b) que la sanción a imponerse sea superior a 

cuatro años de pena privativa de libertad; y (c) peligro de fuga u 

obstaculización de la investigación. 
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En el derecho internacional 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 9) y la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículos 7 y 8) 

reconocen el derecho a la libertad personal y la presunción de inocencia, 

permitiendo la prisión preventiva solo bajo estrictos requisitos legales, 

judiciales y de proporcionalidad; la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos ha señalado que la prisión preventiva debe ser excepcional, 

motivada y revisable periódicamente, y que su abuso constituye una 

violación a los derechos humanos. 

La prisión preventiva tiene como finalidad principal asegurar la 

eficacia del proceso penal, evitando que el imputado se sustraiga de la 

acción de la justicia (peligro de fuga), que obstaculice la investigación 

(peligro de obstaculización) o que continúe cometiendo delitos (peligro de 

reiteración delictiva); es decir, no se trata de una sanción anticipada ni de 

un mecanismo de castigo, sino de una medida cautelar orientada a 

proteger bienes jurídicos relevantes para el proceso penal y la sociedad, 

por ello, su aplicación debe ser excepcional y estar debidamente motivada, 

respetando el principio de presunción de inocencia. 

Diversos estudios y organismos internacionales han advertido sobre el 

riesgo de que la prisión preventiva se utilice de manera abusiva o como 

una forma de pena anticipada, lo que vulnera derechos fundamentales y 

contribuye a la sobrepoblación carcelaria; en ese sentido, se insiste en la 
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necesidad de que los jueces evalúen rigurosamente la concurrencia de los 

requisitos legales y consideren alternativas menos gravosas, como la 

comparecencia restringida, el arresto domiciliario o la vigilancia electrónica. 

Requisitos sustantivos 

Según el artículo 268 del Código Procesal Penal peruano, la prisión 

preventiva solo puede dictarse cuando concurren los siguientes requisitos: 

• Graves y fundados elementos de convicción que vinculen al imputado 

con el delito investigado;  

• Pronóstico de pena: Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro 

años de pena privativa de libertad. 

• Peligro procesal: Que existan motivos razonables para considerar que 

el imputado intentará eludir la acción de la justicia (peligro de fuga) o 

dificultar la investigación (peligro de obstaculización). 

Procedimiento 

La prisión preventiva solo puede ser solicitada por el Ministerio 

Público y debe ser resuelta por un juez, previa audiencia en la que el 

imputado tiene derecho a la defensa y a presentar pruebas; la resolución 

que impone la prisión preventiva debe ser debidamente motivada y puede 

ser objeto de apelación; la medida es revisable periódicamente y puede ser 

revocada si desaparecen los motivos que la justificaron. 
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Duración 

La prisión preventiva tiene una duración máxima de 9 meses, 

prorrogable en casos complejos hasta 18 o 36 meses, según la gravedad 

del delito y la complejidad de la investigación; sin embargo, en la práctica, 

existen casos de detenciones preventivas prolongadas que superan los 

estándares internacionales y han sido objeto de críticas por parte de 

organismos de derechos humanos. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos y la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos han establecido que la prisión 

preventiva debe ser: 

• Excepcional: Solo cuando sea estrictamente necesaria y no existan 

medidas menos gravosas. 

• Proporcional: Debe guardar relación con la gravedad del delito y el 

peligro procesal. 

• Motivada: La resolución debe exponer de manera clara y precisa las 

razones que justifican la medida. 

• Revisable: Debe ser objeto de control judicial periódico y posibilidad de 

revisión a solicitud del imputado. 

El abuso de la prisión preventiva constituye una violación a la 

presunción de inocencia, al derecho a la libertad personal y puede dar lugar 

a responsabilidad internacional del Estado. 
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En el Perú, la prisión preventiva es la medida cautelar más utilizada, 

representando aproximadamente el 36% de la población penitenciaria total, 

lo que contribuye significativamente al problema de hacinamiento 

carcelario; según datos del INPE, en 2021 había más de 86.000 personas 

privadas de libertad, de las cuales más de un tercio eran detenidas 

preventivas, es decir, sin sentencia firme; estudios empíricos han 

evidenciado que la prisión preventiva se aplica en ocasiones de manera 

arbitraria o excesiva, influenciada por la presión mediática y la percepción 

social de impunidad, lo que pone en riesgo los derechos fundamentales de 

los imputados y la legitimidad del sistema de justicia penal. 

El Tribunal Constitucional peruano y la Corte Suprema han reiterado 

que la prisión preventiva debe ser una medida de último recurso, 

debidamente motivada y sujeta a control judicial, han advertido que su uso 

excesivo o arbitrario puede convertirla en una pena anticipada, 

incompatible con la presunción de inocencia y el debido proceso; la 

doctrina nacional, representada por autores como San Martín Castro, Maier 

y Zaffaroni, enfatiza la necesidad de aplicar criterios de proporcionalidad, 

subsidiariedad y motivación reforzada, así como de promover el uso de 

medidas alternativas a la prisión preventiva. 

En América Latina, la prisión preventiva es una figura común, pero su 

aplicación excesiva ha sido objeto de críticas por parte de organismos 

internacionales y de la doctrina comparada; países como Colombia, 

Argentina y México enfrentan problemáticas similares de sobreutilización, 
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hacinamiento y violaciones a derechos humanos, lo que ha motivado 

reformas orientadas a restringir su uso y fortalecer las garantías 

procesales; en ese sentido, queda claro que, la prisión preventiva es una 

medida cautelar de carácter excepcional, destinada a proteger las multas 

del proceso penal y la sociedad, pero su aplicación debe estar sujeta a 

estrictos controles judiciales y respetar los derechos fundamentales del 

imputado; entonces, el abuso o uso excesivo de la prisión preventiva 

constituye una grave amenaza a la presunción de inocencia, la libertad 

personal y la legitimidad del sistema de justicia penal; por ello, es 

imperativo fortalecer los mecanismos de control, promover alternativas 

menos graves y adecuar la práctica judicial a los estándares 

internacionales de derechos humanos. 

2.2 Importancia del derecho a la libertad. -  
 

El derecho a la libertad constituye uno de los pilares fundamentales 

de los sistemas jurídicos modernos y de la convivencia democrática, su 

reconocimiento y protección son esenciales para el desarrollo integral de 

la persona, la consolidación de sociedades justas y la garantía de otros 

derechos fundamentales; entonces, la libertad, en sus diversas 

manifestaciones de expresión, de pensamiento, de religión, de asociación, 

de movimiento, entre otras, es considerada un valor supremo y un 

derecho inherente a la dignidad humana, tal como lo consagran los 

principales instrumentos internacionales y las constituciones nacionales; 
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este trabajo desarrolla de manera detallada y técnica la importancia del 

derecho a la libertad, abordando su fundamentación filosófica y jurídica, 

su reconocimiento en el derecho internacional y constitucional, su función 

en la vida democrática, los límites colectivos legítimos a su ejercicio y la 

relevancia de su protección efectiva a través de la jurisprudencia y la 

acción. 

La libertad como valor y derecho inherente 

La libertad ha sido objeto de reflexión filosófica desde la Antigüedad. 

Filósofos como John Locke y Jean-Jacques Rousseau la consideraron un 

atributo esencial del ser humano, fundamento de la autonomía y la 

responsabilidad moral; en la tradición liberal, la libertad se entiende como 

la ausencia de coacción arbitraria, permitiendo a cada individuo 

desarrollar su proyecto de vida conforme a sus convicciones y 

aspiraciones. 

En el ámbito jurídico, la libertad es reconocida como un derecho 

subjetivo fundamental, es decir, un derecho que corresponde a toda 

persona por el solo hecho de serlo y que debe ser respetado y protegido 

por el Estado y la sociedad, la libertad es, además, un presupuesto para 

el ejercicio de otros derechos, como la igualdad, la participación política y 

la educación. 

 
Dimensiones de la libertad 

El derecho a la libertad se manifiesta en diversas dimensiones, entre las 

que destacan: 
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• Libertad personal: Derecho a la integridad física y psíquica, a la 

seguridad y a no ser privado arbitrariamente de la libertad. 

• Libertad de pensamiento, conciencia y religión: Derecho a adoptar y 

cambiar creencias, así como a manifestarlas individual o 

colectivamente. 

• Libertad de expresión: Derecho a buscar, recibir y difundir 

informaciones e ideas por cualquier medio. 

• Libertad de reunión y asociación: Derecho a reunirse pacíficamente y 

a asociarse con otros para fines lícitos. 

• Libertad de movimiento: Derecho a circular libremente y a elegir 

residencia dentro del territorio de un Estado. 

Reconocimiento del Derecho a la Libertad en el Derecho 

Internacional y Constitucional 

Instrumentos internacionales 

El derecho a la libertad está consagrado en los principales 

instrumentos internacionales de derechos humanos, la Declaración 

Universal de Derechos Humanos (DUDH) establece en su artículo 1 que 

"todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos", 

y en sus artículos 18 a 21 reconoce expresamente las libertades de 

pensamiento, conciencia, religión, opinión, expresión, reunión y 

asociación. 
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El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) , de 

carácter vinculante, desarrolla estos derechos en sus artículos 18 a 22, 

estableciendo tanto su alcance como las condiciones bajo las cuales 

pueden ser legítimamente limitadas. 

A nivel regional, la Convención Europea de Derechos Humanos 

(CEDH) y la Convención Americana sobre Derechos Humanos contienen 

disposiciones similares. 

Reconocimiento constitucional 

En la mayoría de los Estados democráticos, la libertad ocupa un 

lugar central en las constituciones, por ejemplo, la Constitución de los 

Estados Unidos protege la libertad de expresión, religión y reunión en la 

Primera Enmienda, mientras que la Ley Fundamental de Alemania 

(Grundgesetz) dedica varios artículos a la protección de las libertades 

fundamentales. 

En América Latina, constituciones como la de Brasil y México 

reconocen de manera explícita las libertades de expresión, asociación y 

religión, y establecen mecanismos de protección judicial frente a su 

vulneración. 

Función de la Libertad en la Vida Democrática y el Desarrollo 

Humano 

Libertad y democracia 

La libertad es condición sine qua non para la existencia de una 

sociedad democrática, permite la deliberación pública, la crítica al poder, 

la participación política y la formación de una opinión pública plural, sin 
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libertad de expresión y de asociación, la democracia se vacía de 

contenido y se convierte en una mera formalidad. 

 Como señala Rabban (2014), la libertad especialmente la 

académica, es esencial para el avance del conocimiento y el 

funcionamiento de las instituciones democráticas, ya que fomenta el 

debate crítico y la innovación. 

Libertad y desarrollo personal. 

El derecho a la libertad es también un requisito para el desarrollo 

integral de la persona, permite a los individuos explorar sus intereses, 

desarrollar sus talentos y construir su identidad, la libertad de 

pensamiento y de conciencia, por ejemplo, es indispensable para la 

autonomía moral y la formación de convicciones propias. 

 

Libertad y progreso social 

La historia demuestra que las sociedades más libres tienden a ser 

más innovadoras, prósperas y resilientes, la libertad de investigación y de 

expresión ha sido motor de avances científicos, culturales y tecnológicos; 

además, la protección de la libertad contribuye a la cohesión social y a la 

resolución pacífica de los conflictos. 

Límites y Restricciones al Derecho a la Libertad 

Justificación de los límites 

Aunque la libertad es un derecho fundamental, no es absoluto, el 

ejercicio de la libertad puede estar sujeto a restricciones legítimas, 

siempre que sean necesarios para proteger otros derechos o intereses 
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públicos, como la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral 

pública; en ese sentido, el principio de proporcionalidad exige que toda 

limitación sea adecuada, necesaria y proporcional al fin perseguido. 

Además, las restricciones deben estar previstas por la ley y ser 

interpretadas de manera restrictiva. 

Ejemplos de limitaciones legítimas 

• Discursos de odio e incitación a la violencia: Muchos 

ordenamientos prohíben expresiones que inciten a la discriminación, 

la hostilidad o la violencia, en protección de los derechos de terceros. 

• Regulación de manifestaciones públicas: Se pueden exigir 

permisos para reuniones o manifestaciones, siempre que no se 

utilicen para suprimir la disidencia legítima. 

• Protección de la infancia y la moral pública: Se pueden establecer 

límites a la difusión de ciertos contenidos para proteger a menores o 

valores fundamentales de la sociedad. 

Riesgos de las restricciones excesivas 

La experiencia comparada muestra que las restricciones excesivas o 

arbitrarias a la libertad pueden erosionar la democracia y facilitar el abuso 

de poder; la vulnerabilidad de los derechos individuales, especialmente 

cuando no cuentan con respaldo organizativo o social, es un fenómeno 

documentado incluso en democracias consolidadas. 

Protección Efectiva del Derecho a la Libertad: Jurisprudencia y 

Acción Colectiva 

Jurisprudencia relevante 
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La importancia práctica del derecho a la libertad se evidencia en la 

jurisprudencia de tribunales nacionales e internacionales. Casos emblemáticos 

como Tinker v. Des Moines (1969) y Texas v. Johnson (1989) en Estados 

Unidos han consolidado la protección de la libertad de expresión, incluso en 

contextos controvertidos o impopulares. 

  

.En Brandenburg v. Ohio (1969) , la Corte Suprema impulsó que solo puede 

restringirse la expresión cuando incite a una acción ilegal inminente, fijando un 

estándar estricto para la limitación de la libertad de expresión. 

. Por su parte, Engel v. Vitale (1962) reafirmó la separación entre Iglesia y 

Estado, protegiendo la libertad religiosa. 

. 

Rol de la sociedad civil y las organizaciones 

La protección efectiva de la libertad depende no solo de las 

garantías legales, sino también de la acción colectiva, los derechos 

ejercidos de manera organizada como la libertad sindical o religiosa son 

más resistentes a la erosión, ya que las organizaciones pueden coordinar 

la defensa de sus miembros y ejercer presión política sobre las 

autoridades. 

La vigilancia de la sociedad civil, la independencia judicial y la 

existencia de mecanismos de control y rendición de cuentas son factores 

clave para evitar el retroceso de las libertades; entonces, el derecho a la 

libertad es un elemento esencial para la dignidad humana, el desarrollo 

personal, la vida democrática y el progreso social; su reconocimiento y 
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protección constituyen un imperativo ético y jurídico, reflejado en los 

principales instrumentos internacionales y en las constituciones 

democráticas.  

Si bien su ejercicio puede estar sujeto a límites legítimos, estos 

deben ser excepcionales, justificados y proporcionales; en ese sentido, la 

experiencia histórica y la jurisprudencia demuestran que la libertad es un 

bien frágil, cuya defensa no requiere solo normas jurídicas, sino también 

una ciudadanía activa y organizaciones comprometidas con los valores 

democráticos, la erosión de la libertad es una señal de alarma para 

cualquier sociedad, pues amenaza la base misma de la democracia y los 

derechos humanos. 
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CAPITULO III.- Desarrollo de actividades programadas 

3.1. Ventajas de la prisión preventiva. - 
 

La prisión preventiva es una de las medidas cautelares más 

relevantes y controvertidas en el derecho penal contemporáneo, consiste 

en la privación temporal de la libertad de una persona imputada de un 

delito, antes de que exista una sentencia condenatoria firme, su solicitud 

está sujeta a estrictos requisitos legales y debe ser debidamente motivada 

por la autoridad judicial, en consonancia con los principios de 

excepcionalidad, necesidad y proporcionalidad. 

A pesar de las críticas y los riesgos asociados a su uso excesivo, la 

prisión preventiva presenta ventajas significativas desde la perspectiva de 

la seguridad pública, la eficacia procesal y la protección de los derechos de 

las víctimas y la sociedad, este trabajo desarrolla detalladamente y con 

rigor técnico las principales ventajas de la prisión preventiva, apoyándose 
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en doctrina, jurisprudencia, estándares internacionales y estudios empíricos 

recientes. 

La prisión preventiva es una medida cautelar de carácter excepcional, 

dictada por un juez en el marco de un proceso penal, cuyo objetivo 

principal es asegurar la correcta marcha del proceso penal, prevenir la fuga 

del imputado, evitar la obstaculización de la investigación o proteger a la 

víctima ya la sociedad. 

Su naturaleza cautelar implica que no constituye una pena anticipada, 

sino una herramienta procesal para garantizar la eficacia del proceso penal 

y la protección de bienes jurídicos relevantes; los fundamentos jurídicos de 

la prisión preventiva se centran en: 

• Asegurar la comparecencia del imputado al proceso y evitar su fuga. 

• Prevenir la obstaculización de la investigación, como la destrucción u 

ocultamiento de pruebas, o la influencia sobre testigos y coimputados. 

• Proteger a la víctima, testigos o la sociedad ante el riesgo de que el 

imputado cometa nuevos delitos o represalias. 

La imposición de la prisión preventiva requiere que el juez fundamente 

su decisión en criterios objetivos y razonados, tales como la gravedad del 

delito imputado, la existencia de indicios suficientes de la comisión del 

delito y de la participación del imputado, el riesgo de fuga o de 

entorpecimiento de la investigación, y la indispensabilidad de la medida 

para alcanzar las multas del proceso, descartando previamente la 

suficiencia de otras medidas menos restrictivas. 
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CAPITULO III.- Desarrollo de actividades programadas 

 

3.1. Ventajas de la Prisión Preventiva 

Prevención de la Evasión de la Justicia 

Una de las ventajas más citadas de la prisión preventiva es que 

impide que los presuntos responsables de delitos graves evadan la acción 

de la justicia; al mantener privados de libertad durante el proceso, se 

reduce el riesgo de fuga y se garantiza que el imputado esté presente en 

todas las etapas del juicio. 

Esto es especialmente relevante en contextos donde existen 

antecedentes de evasión o cuando el imputado carece de arraigo 

suficiente, la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

en México ha sostenido que la prisión preventiva procede oficiosamente en 

delitos de alto impacto, como delincuencia organizada, homicidio doloso, 

secuestro, feminicidio, entre otros, para evitar la evasión de la justicia y 

proteger a las víctimas y testigos. 
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Protección de Víctimas y Testigos 

La prisión preventiva protege la integridad de las víctimas y testigos, 

evitando posibles represalias o intimidaciones por parte del imputado, esto 

es especialmente relevante en delitos graves como homicidio, secuestro, 

delincuencia organizada o violencia de género, donde existe un riesgo real 

de que el acusado atente contra quienes participaron en su detención o en 

el proceso judicial; la protección de las víctimas y testigos es un elemento 

esencial para garantizar la eficacia del proceso penal y la confianza en el 

sistema de justicia. 

Disuasión de la Reincidencia y Continuidad Delictiva 

Al privar de libertad a personas acusadas de delitos graves, se evita 

que continúen cometiendo delitos o dirigiendo actividades criminales desde 

el exterior, lo que contribuye a la reducción de la impunidad y la protección 

de la sociedad en general; en casos de crimen organizado, la prisión 

preventiva es vista como una herramienta indispensable para cortar la 

cadena de mando y evitar la continuidad de las actividades ilícitas. 

Aseguramiento del Proceso Penal y Eficacia Procesal 

La prisión preventiva tiene una finalidad instrumental: asegurar la 

realización exitosa del proceso penal; garantizar que el imputado esté 

disponible para comparar ante la autoridad judicial y que no obstaculice la 

investigación, por ejemplo, destruyendo pruebas o influyendo en testigos. 

Desde la perspectiva de la eficacia procesal, la prisión preventiva 

permite a los jueces y fiscales trabajar con mayor seguridad, ya que reduce 

el riesgo de amenazas, venganzas o presiones por parte de imputados con 
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alto poder económico o político; además, la existencia de la prisión 

preventiva evita la llamada “puerta giratoria”, es decir, que personas 

acusadas de delitos graves sean liberadas inmediatamente después de la 

audiencia inicial y puedan reincidir o sustraerse de la justicia, lo que 

debilitaría la confianza pública en el sistema penal. 

 

 

Aplicación en Delitos de Alto Impacto Social 

La prisión preventiva está contemplada para delitos particularmente 

lesivos para la sociedad, como homicidio doloso, feminicidio, secuestro, 

delincuencia organizada, corrupción y delitos contra la seguridad nacional; 

en estos casos, la medida se justifica por el alto riesgo que representa la 

libertad del imputado para la sociedad y el proceso penal, su uso en estos 

contextos está respaldado tanto por la legislación nacional como por la 

jurisprudencia internacional. 

Respaldo Constitucional y Legal 

En muchos países, la prisión preventiva está contemplada en la 

Constitución y en el Código Nacional de Procedimientos Penales, lo que le 

otorga un fundamento jurídico sólido para su aplicación en casos 

específicos, reforzando la legitimidad de la medida desde la perspectiva de 

la seguridad pública y la eficacia procesal. 

Los estándares internacionales, como la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (CADH) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos (PIDCP), establecieron que la prisión preventiva no debe ser la 
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regla general, sino la excepción; sin embargo, reconocen su legitimidad en 

casos donde existan riesgos procesales reales y concretos, como la fuga 

del imputado, la obstaculización de la investigación o la comisión de 

nuevos delitos. 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y otros 

organismos internacionales subrayan que la prisión preventiva es una 

medida excepcional derivada del principio de presunción de inocencia, 

reconocida en los principales tratados internacionales de derechos 

humanos; además, exigen que la prisión preventiva solo se aplique cuando 

sea estrictamente necesaria, esté sujeta a control judicial y revisiones 

periódicas, y se respeten las garantías procesales del imputado. 

La jurisprudencia relevante y los casos emblemáticos demuestran que 

la prisión preventiva, cuando se aplica bajo criterios de excepcionalidad, 

necesidad y proporcionalidad, constituye una herramienta eficaz para 

garantizar la comparecencia del imputado, proteger a las víctimas y 

asegurar la eficacia del proceso penal; por ejemplo, en casos de 

delincuencia organizada y delitos graves, la jurisprudencia mexicana ha 

respaldado la prisión preventiva argumentando que su eliminación pondría 

en riesgo la integridad de las víctimas, testigos y la sociedad en general, 

además de facilitar la evasión de la justicia por parte de los imputados. 

 En casos de secuestro, feminicidio y violencia sexual, la prisión 

preventiva ha sido considerada necesaria para evitar represalias contra las 

víctimas y testigos, garantizando así la eficacia del proceso penal y la 

protección de los derechos fundamentales de las partes involucradas. 
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Los estudios empíricos y las estadísticas disponibles muestran que la 

prisión preventiva, cuando se utiliza de manera adecuada y excepcional, 

puede contribuir a la seguridad pública y la eficacia procesal; sin embargo, 

el uso excesivo o automático de la medida puede generar problemas como 

el hacinamiento carcelario, la violación de derechos fundamentales y la 

percepción de injusticia. 

  

Por ejemplo, en Perú, un estudio cuantitativo realizado en el Distrito 

Judicial de Tacna analizó 1,725 expedientes judiciales y conclusiones que 

la prisión preventiva, en muchos casos, actuó como una "sentencia 

anticipada", afectando la dignidad de los detenidos y prolongando 

indebidamente los procesos judiciales; sin embargo, también se reconoce 

que, en contextos de alta criminalidad y debilidad institucional, la prisión 

preventiva sigue siendo una herramienta relevante para evitar la impunidad 

y proteger a la sociedad. 

El debate académico actual sobre la prisión preventiva está marcado 

por una fuerte polarización; los argumentos a favor se centran en la 

protección de la sociedad, la eficacia procesal, la prevención de la 

impunidad y la protección del proceso penal, siempre bajo el principio de 

excepcionalidad y proporcionalidad, la tendencia internacional es restringir 

su uso, pero no eliminarla completamente, reconociendo su importancia en 

contextos de alta criminalidad y delitos graves. 
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3.2. Desventajas de la prisión preventiva. - 
 

La prisión preventiva es una medida cautelar de carácter 

excepcional que implica la privación de libertad de una persona imputada 

de un delito antes de que exista una sentencia condenatoria firme, su 

finalidad es asegurar la presencia del imputado en el proceso penal, evitar 

la obstaculización de la investigación o la comisión de nuevos delitos, y 

garantizar la eventual ejecución de la pena; sin embargo, su uso excesivo 

y rutinario ha generado intensos debates en la doctrina jurídica, la 

jurisprudencia y los organismos internacionales de derechos humanos, 

debido a las múltiples desventajas y riesgos que conlleva tanto para el 

imputado como para la sociedad en general. 

Una de las críticas más relevantes a la prisión preventiva es su 

potencial para vulnerar el principio de presunción de inocencia, 

consagrado en instrumentos internacionales como la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos; al privar de libertad a una persona que aún 

no ha sido condenada, la prisión preventiva puede convertirse en una 

"pena anticipada", desnaturalizando el proceso penal y generando una 

inversión de la carga de la prueba. 

Diversos autores sostienen que el uso indiscriminado de la prisión 

preventiva convierte la excepción en regla, lo que resulta incompatible con 

un sistema penal garantista y con el respeto a los derechos 

fundamentales; la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 
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señalado en casos emblemáticos, como "Suárez Rosero vs. Ecuador" y 

"Bayarri vs. Argentina", que la prisión preventiva prolongada y sin 

justificación constituye una violación al derecho a la libertad personal ya la 

presunción de inocencia; la prisión preventiva, al privar de libertad a una 

persona no condenada, puede vulnerar el principio de presunción de 

inocencia y convertirse en una pena anticipada (García Ramírez, 2022, p. 

47). 

La doctrina jurídica y la jurisprudencia coinciden en que la prisión 

preventiva debe ser una medida excepcional, utilizada solo cuando otras 

alternativas no sean suficientes para asegurar las multas del proceso 

penal; sin embargo, en la práctica, se observa un uso excesivo y rutinario 

de la prisión preventiva, muchas veces sin una adecuada fundamentación 

sobre el peligro de fuga o de obstaculización del proceso. 

Estudios recientes aplican la prueba de proporcionalidad a la prisión 

preventiva, concluyendo que, en muchos casos, la medida no supera los 

estándares de idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido 

estricto; existen alternativas menos lesivas, como la comparecencia 

periódica, el arresto domiciliario o el uso de dispositivos electrónicos, que 

pueden cumplir las mismas multas procesales; la prisión preventiva 

resulta innecesaria y desproporcionada cuando existen alternativas 

menos restrictivas que pueden garantizar las multas del proceso penal 

(Dei Vecchi, 2013, p. 112). 

Impactos Sociales, Familiares y Personales 

Efectos sobre el Imputado 
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La prisión preventiva genera consecuencias directas sobre la vida de 

las personas afectadas, tales como la pérdida de ingresos, la reducción 

de oportunidades de empleo y la separación de sus familias; además, las 

personas en prisión preventiva corren el riesgo de perder su hogar, sus 

ingresos y su trabajo, lo que puede tener efectos devastadores a largo 

plazo. 

Estudios empíricos han demostrado que los efectos negativos sobre 

la salud pueden comenzar a manifestarse tras sólo unos pocos días de 

reclusión y agravarse progresivamente, esto incluye tanto el deterioro de 

la salud física como el impacto en la salud mental de los detenidos. 

La prisión preventiva puede afectar negativamente la capacidad de 

defensa del imputado, al dificultar el contacto con su abogado y la 

preparación de su caso (López & Martínez, 2023, p. 120). 

Efectos sobre la Familia y el Entorno Social 

El abuso de la prisión preventiva genera consecuencias colaterales 

sobre las familias de los imputados, incluyendo la desintegración familiar, 

la estigmatización social y la afectación al desarrollo de los hijos; la 

pérdida del sostén económico y la ruptura de los lazos familiares pueden 

tener efectos irreversibles, especialmente en contextos de vulnerabilidad 

social. 

El uso excesivo de la prisión preventiva es una de las principales 

causas del hacinamiento carcelario en América Latina y otras regiones del 

mundo; según estadísticas recientes, en algunos países la tasa de 

personas en prisión preventiva supera el 80% de la población carcelaria, 
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lo que agrava las condiciones de detención y dificulta la reinserción social; 

el hacinamiento carcelario, a su vez, incrementa los riesgos de violencia, 

enfermedades y violaciones a los derechos humanos dentro de los 

centros penitenciarios. 

Organismos internacionales han advertido que las condiciones 

deficientes de detención pueden constituir tratos crueles, inhumanos o 

degradantes; el abuso de la prisión preventiva es una de las principales 

causas de hacinamiento carcelario y de violaciones a derechos humanos 

(Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2021, p. 15). 

Organismos internacionales y la doctrina jurídica han advertido que 

la aplicación de la prisión preventiva sin una debida motivación y sin 

cumplir estrictamente los requisitos legales constituye una violación a los 

derechos humanos; la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos han establecido 

estándares claros sobre la excepcionalidad, proporcionalidad y control 

judicial de la prisión preventiva. 

El uso automático o generalizado de la prisión preventiva, así como 

la falta de revisión periódica y de recursos efectivos para impugnarla, son 

prácticas contrarias a los estándares internacionales de derechos 

humanos; la prisión preventiva oficiosa (automática) viola normas 

internacionales sobre derechos humanos, ya que afecta gravemente la 

presunción de inocencia y puede generar daños irreparables a la persona 

acusada (Human Rights Watch, 2022, p. 22). 
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La doctrina dominante, denominada "concepción cautelar", justifica 

la prisión preventiva como una medida para asegurar las multas del 

proceso; sin embargo, existen críticas que consideran ilegítima esta 

concepción, argumentando que no se justifica la privación de libertad sin 

condena firme, salvo en circunstancias absolutamente excepcionales y 

debidamente motivadas; la jurisprudencia nacional e internacional ha sido 

clara en señalar los riesgos y problemas asociados al uso indiscriminado 

de la prisión preventiva, tanto la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos como tribunales nacionales han establecido estándares para su 

aplicación, exigiendo justificación, control judicial y respeto a los derechos 

fundamentales del imputado. 

La prisión preventiva, aunque reconocida en los sistemas procesales 

como una medida cautelar legítimamente, presenta numerosas 

desventajas y riesgos que han sido ampliamente documentados por la 

doctrina jurídica, la jurisprudencia y los organismos internacionales de 

derechos humanos; sus principales desventajas incluyen la vulneración 

de la presunción de inocencia, la falta de proporcionalidad, los impactos 

sociales y personales, el hacinamiento carcelario, la estigmatización, el 

riesgo de violaciones a los derechos humanos y la ineficacia para reducir 

la criminalidad, la tendencia actual es abogar por un uso más racional y 

justificado de esta medida, privilegiando siempre alternativas menos 

restrictivas y respetuosas de los derechos fundamentales. 
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CAPITULO IV.- Resultados Obtenidos  

 

1. Se constató que la prisión preventiva afecta derechos fundamentales, 

especialmente el principio de presunción de inocencia, en países como 

Chile, Brasil y Colombia, la literatura destaca que la aplicación excesiva de 

esta medida cautelar puede interpretarse como una pena anticipada, lo que 

contradice los estándares internacionales de derechos humanos; además, 

se identificó que la prisión preventiva solo debería aplicarse cuando 

ninguna otra medida cautelar sea suficiente para evitar la obstrucción de la 

investigación o la fuga del imputado, según la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos. 

2. Los resultados muestran que, en muchos sistemas judiciales 

latinoamericanos, la prisión preventiva se utiliza de manera rutinaria y no 

siempre bajo criterios de proporcionalidad; investigaciones cualitativas han 

evidenciado que, en la práctica, no siempre se justifica adecuadamente la 

necesidad de esta medida, lo que genera una afectación desproporcionada 

a los derechos del imputado; el abuso de la prisión preventiva ha sido 
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señalado como un problema estructural que requiere reformas profundas 

en la administración de justicia. 

3. La investigación identificó que la prisión preventiva tiene consecuencias 

negativas directas sobre la vida de los imputados y sus familias, incluyendo 

la pérdida de empleo, la ruptura de vínculos familiares y la estigmatización 

social, estos efectos pueden ser irreversibles, especialmente en contextos 

de vulnerabilidad social, y contribuyen a la marginación y exclusión de los 

afectados. 

4. Otro resultado relevante es que el uso excesivo de la prisión preventiva 

contribuye significativamente al hacinamiento en los centros penitenciarios, 

este fenómeno agrava las condiciones de detención y dificulta la 

reinserción social, además de incrementar los riesgos de violencia y 

violaciones a los derechos humanos dentro de las cárceles. 

5. La revisión de la literatura y los estudios empíricos sugieren que la prisión 

preventiva no ha demostrado ser eficaz para reducir la criminalidad o 

mejorar la seguridad ciudadana; por el contrario, su uso indiscriminado 

puede aumentar la reincidencia y perpetuar ciclos de exclusión social. 
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CONCLUSIONES 

 

1. La investigación concluye que la prisión preventiva, en muchos casos, 

representa una vulneración directa al principio de presunción de inocencia; 

al privar de libertad a una persona antes de que exista una sentencia 

condenatoria, se debilita uno de los pilares del derecho penal garantista y 

se exponen al imputado a un trato similar al de un condenado, aun cuando 

no se ha demostrado su culpabilidad. 

2. Se evidencia que la prisión preventiva afecta gravemente la libertad, 

considerada uno de los bienes jurídicos más valiosos, esta medida, cuando 

se aplica de manera excesiva o sin suficiente justificación, puede 

convertirse en una pena anticipada, lo que contradice los estándares 

internacionales de derechos humanos y las propias normas 

constitucionales de varios países. 

3. La investigación resalta que la prisión preventiva genera daños personales 

y sociales difíciles de reparar, como la pérdida de empleo, la desintegración 

familiar y la estigmatización social, incluso si el imputado resulta inocente, 

las secuelas de la privación de libertad suelen ser profundas y duraderas. 

4. Se concluye que el uso indiscriminado de la prisión preventiva es una de 

las principales causas del hacinamiento en los centros penitenciarios, lo 

que agrava las condiciones de vida de los internos y dificulta los procesos 

de reinserción social. 
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5. La investigación subraya la urgencia de limitar la prisión preventiva a casos 

excepcionales, donde realmente se justifica su necesidad para proteger el 

proceso penal, se recomienda fortalecer el uso de medidas alternativas y 

garantizar que la prisión preventiva no sea utilizada como regla general, 

sino como una excepción debidamente fundamentada. 

6. La prisión preventiva, tal como se aplica en muchos contextos, presenta 

más desventajas que beneficios, afectando derechos fundamentales y 

generando consecuencias negativas tanto para los individuos como para el 

sistema de justicia en su conjunto. 
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RECOMENDACIONES 
 
1. Fundamentar la Investigación en la Evidencia Académica sobre 

Desventajas 

La literatura académica identifica varias desventajas clave de la prisión 

preventiva que deben ser el eje de la investigación: 

• Predicciones poco fiables sobre peligrosidad: Los estudios 

muestran que los sistemas de prisión preventiva suelen basarse en 

predicciones de riesgo de reincidencia que son inherentemente poco 

fiables, lo que puede llevar a la detención de personas que no 

representan un peligro real  

• Falta de debido proceso: La prisión preventiva a menudo implica la 

privación de libertad sin juicio, con acceso limitado a defensa legal y sin 

revisión judicial efectiva, lo que vulnera derechos fundamentales  

• Riesgo de detención arbitraria y discriminatoria: La vaguedad en 

los criterios legales y la falta de salvaguardias claras pueden dar lugar 

a aplicaciones arbitrarias o discriminatorias, afectando especialmente a 

grupos vulnerables  

• Condiciones inferiores y estigmatización: Las personas en prisión 

preventiva suelen enfrentar peores condiciones que los condenados y 

sufren estigmatización social, afectando su reintegración  
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• Impacto negativo en la salud mental y social: Incluso períodos 

cortos de prisión preventiva pueden tener efectos graves en la salud 

mental, las relaciones familiares y las oportunidades laborales  

• Recomendación: 

Dedicar un apartado a analizar y documentar estas desventajas, 

utilizando estudios de caso, estadísticas y testimonios de personas 

afectadas. 

2. Incorporar Perspectivas de Derechos Humanos y Estándares 

Internacionales 

Organismos internacionales y expertos legales recomiendan que la prisión 

preventiva sea una medida excepcional, sujeta a estrictos límites legales y 

salvaguardias procesales: 

• Límites legales claros: La detención preventiva solo debe aplicarse 

bajo circunstancias estrictamente definidas y con base legal clara para 

evitar la arbitrariedad  

• Revisión judicial periódica: Toda detención preventiva debe ser 

revisada de manera pronta y regular por una autoridad judicial 

independiente  

• Prohibición de la detención indefinida: Se deben establecer límites 

temporales claros y mecanismos de revisión periódica para evitar la 

detención prolongada sin condena  

• Protección de grupos vulnerables: Se recomienda prohibir o limitar 

estrictamente la prisión preventiva para menores, personas con 

discapacidad mental y migrantes  
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• Recomendación: 

Comparar la legislación nacional con los estándares internacionales y 

analizar los riesgos de violaciones a los derechos humanos 

3. Analizar Alternativas Basadas en la Evidencia 

La literatura académica y las experiencias internacionales sugieren 

alternativas eficaces a la prisión preventiva, que reducen sus desventajas y 

mejoran los resultados sociales: 

• Supervisión comunitaria y programas de libertad 

vigilada: Permiten que los imputados permanezcan en la comunidad 

bajo condiciones y supervisión, reduciendo la reincidencia y el impacto 

negativo del encarcelamiento  

• Justicia restaurativa: Programas de mediación víctima-ofensor, 

conferencias familiares y juntas comunitarias han demostrado reducir la 

reincidencia y mejorar la satisfacción de las víctimas  

• Desviación y programas de tratamiento: La derivación a servicios 

sociales, tratamiento de adicciones o salud mental, y programas de 

justicia especializada (como tribunales de drogas) son alternativas 

efectivas  

• Uso de tecnología y medidas menos restrictivas: La vigilancia 

electrónica y la presentación periódica ante autoridades pueden ser 

opciones menos lesivas  

• Recomendación: 

Incluir un análisis de alternativas probadas y su impacto en la reducción 

de los problemas asociados a la prisión preventiva. 
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4. Incorporar Estudios Comparativos y Reformas Exitosas 

El análisis comparativo permite identificar buenas prácticas y lecciones 

aprendidas de otras jurisdicciones: 

• Reformas en Inglaterra y Australia: La introducción de revisión 

judicial periódica, límites temporales y alternativas a la detención han 

reducido el uso excesivo de la prisión preventiva y mejorado la 

protección de derechos  

• Monitoreo independiente: La implementación de sistemas de 

monitoreo y rendición de cuentas ha demostrado reducir el uso de la 

detención preventiva, especialmente en poblaciones vulnerables como 

menores  

• Recomendación: 

Estudiar casos de reformas exitosas y evaluar su aplicabilidad al 

contexto nacional o local de la investigación. 
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ANEXOS 
 
Anexo 1.- Evidencia de similitud digital 
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